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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
               SALA CIVIL FAMILIA

                        PEREIRA – RISARALDA

DUPLICADO DE CÉDULA DE CIUDADANÍA/ Deber de expedir el documento de identidad en término razonable para preservar los derechos civiles, a la personalidad y a la participación política 
“Halla la Sala que deben ser amparados, porque estos derechos constituyen “una esfera indispensable para la autodeterminación de la persona (C.N., art. 16), el aseguramiento de la convivencia pacífica y la consecución de un orden justo (C.N., Preámbulo, art. 2º)”, y están siendo quebrantados por la Registraduría Nacional del Estado Civil, si bien ha pasado un término más que considerable, esto es, alrededor de ocho (8) meses, desde cuando la demandante gestionó el duplicado de su cédula de ciudadanía que es requisito indispensable para ejercer los mecanismos de participación ciudadana a que tiene derecho (…)”

Citas: Corte Constitucional, sentencias T-423 de 2013 y T-522 de 2014.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, abril veintiséis de dos mil dieciséis
Expediente 66001-22-13-000-2016-00424-00
Acta N° 186 de abril 26 de 2016
   



Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Gloria Inés Rivera Giraldo frente a la Registraduría Nacional del Estado Civil, a la que fueron vinculados el Delegado para el Registro Civil y la Identificación, el Director Nacional de Identificación y la Coordinadora Grupo Jurídico DNI de la entidad accionada.
  



ANTECEDENTES
  



Gloria Inés Rivera Giraldo, en uso de la acción de tutela, demanda a la Registraduría Nacional del Estado Civil para que le sean amparados los derechos fundamentales “a la salud, a la igualdad y a la vida digna” que estima violentados por la demandada, y para lo cual expone los hechos que admiten la siguiente síntesis:

  



Como le fue hurtado su documento de identificación, cédula de ciudadanía, acudió ante la Registraduría Nacional del Estado Civil, con el fin de que se le expidiera nuevamente, diligencia que llevó a cabo el 14 de septiembre de 2015; ha indagado en varias oportunidades, pero se le informa que se va a iniciar el proceso de producción, sin que a la fecha se cumpla.
 



Pidió, por tanto, que se ordene a la entidad accionada adelantar los trámites necesarios para que de manera inmediata se le haga entrega del duplicado de su cédula de ciudadanía.
  



Con el libelo, aportó copia del respectivo registro de la  solicitud, materializado el 14 de septiembre de 2015.

 



Se dispuso el trámite respectivo y se corrió traslado al Registrador Nacional por el término de 2 días para que ejerciera su derecho de defensa. 
   



Así lo hizo, por conducto del Jefe de la Oficina Jurídica, quien dio cuenta de que, según información de la Coordinación Grupo Jurídico DNI, lo relacionado con la preparación, validación, producción y envío de cédulas de ciudadanía está a cargo del Delegado para el Registro Civil y la Identificación y del Director Nacional de Identificación; que el proceso de producción de la cédula de ciudadanía conlleva una serie de pasos, en aras de garantizar la confiabilidad del documento, los cuales relacionó; que la cédula de ciudadanía número 42.125.172 a nombre de la accionante se encuentra vigente y en proceso de producción para ser enviada de manera prioritaria a la registraduría donde se solicitó, pero se han presentado  diferentes problemas en su elaboración por falta de soporte de primera vez, lo que se le ha dado a conocer a la interesada mediante oficio que en copia se arrimó; solicitó, por tanto, denegar el amparo impetrado, no obstante que, de concederse, se pidió un plazo de 45 días para la entrega real y efectiva de la misma.

 



Con esa respuesta, se dispuso la vinculación del Delegado para el Registro Civil y la Identificación, del Director Nacional de Identificación y de la Coordinadora Grupo Jurídico DNI de la entidad accionada. Todos descorrieron el traslado  con similares respuestas. En efecto, dieron cuenta de la normativa interna de la Registraduría; que como el trámite de duplicado de la cédula reclamada presentó un rechazo técnico, se solicitó a la interesada acercarse a la Registraduría Especial de Pereira para la preparación del material del respectivo documento sin costo, y una vez se realice lo concerniente se procederá a la entrega personal del mismo; que atendiendo las etapas y controles necesarios en ese proceso, se solicita un término de 30 días para su materialización.
  



CONSIDERACIONES
    



La acción de tutela se erigió como un mecanismos ágil y expedito, que permite a toda persona acudir a un juez para lograr la protección de sus derechos fundamentales, cuando quiera sean vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, y en ciertos casos, por los particulares (art. 86 C.N.). 

  



En el caso de ahora, aunque la accionante cita como afectados sus derechos a la salud, la igualdad y la vida en condiciones dignas, una análisis simple de su escrito deja ver que también están de por medio los políticos a que se refieren los numerales 1 y 2 del artículo 40 de la Constitución Nacional y el de la personalidad.

    



Halla la Sala que deben ser amparados, porque estos derechos constituyen “una esfera indispensable para la autodeterminación de la persona (C.N., art. 16), el aseguramiento de la convivencia pacífica y la consecución de un orden justo (C.N., Preámbulo, art. 2º)” 
, y están siendo quebrantados por la Registraduría Nacional del Estado Civil, si bien ha pasado un término más que considerable, esto es, alrededor de ocho (8) meses, desde cuando la demandante gestionó el duplicado de su cédula de ciudadanía que es requisito indispensable para ejercer los mecanismos de participación ciudadana a que tiene derecho y los cuales se encuentran detallados en la Ley 134 de 1993 (que desarrolló el art. 103 de la Carta Política), como por ejemplo: los comicios electorales, el plebiscito, el referendo, la consulta popular, el cabildo abierto entre otros, a lo que se suma la imposibilidad de ejercer ciertos derechos civiles, de aquellos mismos que tuvo en cuenta el ejecutivo al expedir el Decreto 4969 de 2009: identificarse, reclamar pensiones y subsidios, tramitar pasaportes, entre otros. 
   



Sobre el tema la Corte Constitucional en reiterada jurisprudencia ha dejado claro que la Constitución y la ley le han asignado a la cédula de ciudadanía una tripartita función, es decir, que sirve para identificar a las personas, para permitir el ejercicio de sus derechos civiles y para asegurar la participación de los ciudadanos en la actividad política que propicia y estimula la democracia. De manera que la falta de expedición, aun si se trata del duplicado, genera una barrera para que el ciudadano pueda recibir determinados beneficios. Por ejemplo, dijo en una ocasión la alta Corporación
:
  

 
…respecto de la demora presentada, que en el caso de la accionante, la falta de expedición oportuna de la cédula de ciudadanía había constituido un obstáculo para recibir el subsidio económico al que tenía derecho por ser una persona adulta mayor en estado de indigencia, señalando que:
 
  
“(…) la falta de expedición oportuna de la cédula de ciudadanía desconoce el derecho constitucional de cualquier persona al reconocimiento de su personalidad jurídica y, por tanto, su derecho a estar plenamente identificada y al ejercicio pleno de sus derechos civiles y políticos. Esto es así, en tanto la cédula se reconoce de hecho usualmente como una condición para acreditar determinados atributos de la personalidad (tales como el nombre y la nacionalidad), y también para ejercer derechos políticos como el de elegir (CP art. 40).”

 

  


En suma, cédula de ciudadanía tiene tres funciones particularmente diferentes (i) identificar a las personas, (ii) permitir el ejercicio de sus derechos civiles y (iii) asegurar la participación de los ciudadanos en la actividad política que propicia y estimula la democracia. Además, constituye un medio idóneo para acreditar la “mayoría de edad”, la ciudadanía, entre otras, por lo cual es un instrumento de gran importancia en  el orden tanto jurídico como social, por lo que la falta de expedición oportuna de tal documento desconoce el derecho de cualquier persona al reconocimiento de su personalidad jurídica y, por lo tanto, su derecho a estar plenamente identificada y al ejercicio pleno de sus derechos civiles y políticos.

 
 

 
En cuanto a la posición que concibe la cédula de ciudadanía como el  mecanismo único e irremplazable de identificación personal, debe ponerse de presente que en un inicio, la Corte Constitucional señaló, que dicho documento era el mecanismo idóneo e insubstituible para acreditar la identificación de su titular. Así se evidenció por ejemplo en la sentencia C-511 de 1999… en la cual se señaló que  “[l]a ley le otorga a la cédula el alcance de prueba de la identificación personal, de donde se infiere que sólo con ella se acredita la personalidad de su titular en todos los actos jurídicos o situaciones donde se le exija la prueba de tal calidad. En estas condiciones, este documento se ha convertido en el medio idóneo e irremplazable para lograr el aludido propósito”. (Énfasis fuera del original).
 
   



Por supuesto que en el trámite de producción al que alude la entidad demandada pueden darse situaciones que impliquen retraso en la expedición del documento, pero la sola manifestación que apenas el 18 de abril del presente año, le remitió la Coordinadora del Grupo Jurídico DNI de la Registraduría Nacional del Estado Civil, después de conocer la presente acción, sin ningún sustento probatorio, no suple la urgente necesidad de acceder al documento, que es el que le permite su individualización y el ejercicio de varios de aquellos derechos. Tampoco ese aspecto ha sido ajeno a la alta jurisprudencia, que ha señalado
 que: 
   


Si bien es cierto en el trámite de expedición de las cédulas de ciudadanía se pueden presentar problemas técnicos o de otra índole, resulta irrazonable que durante un tiempo tan amplio, la Registraduría no hubiera podido resolver tales inconvenientes, que ni diera conocer a la peticionaria en qué consisten. Ahora bien, es posible que en determinados casos la entidad demuestre que existe algún problema que imposibilita la expedición de las cédulas de ciudadanía y justifique una demora en dichos trámites, no obstante, en tales circunstancias se deberá señalar específicamente en qué consistió dicho problema y cuál es la razón para que no se haya podido superar, justificaciones que omitió la entidad accionada en el presente caso.         

  


Por lo anterior, con el fin de proteger los derechos fundamentales de la accionante a la personalidad jurídica y al sufragio, que se están viendo afectados al no poder ejercerlos plenamente como ciudadana, ya que no puede desarrollar actividades propias que se derivan de este estatus, ni realizar actos civiles para los cuales es indispensable presentar la cédula de ciudadanía, esta Sala reiterará la jurisprudencia anteriormente expuesta y ordenará a la Registraduría Nacional del Estado Civil que en el término de un (01) mes calendario siguiente a la notificación de la presente sentencia, expida y entregue a la señora… su cédula de ciudadanía. 

  



Los anteriores razonamientos son suficientes para conceder el amparo impetrado, en virtud del cual se ordenará al Delegado para la Registro Civil y la Identificación y al Director Nacional de Identificación, que dentro del ámbito de sus competencias realicen todas las gestiones necesarias de tipo administrativo y logístico que garanticen la expedición efectiva del documento de identificación de la accionante, en el menor tiempo posible, que en todo caso no podrá exceder de un mes calendario contado a partir de la notificación de esta sentencia. 
   



DECISIÓN

  



En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
 



RESUELVE





1°. CONCEDER la protección invocada en su propio nombre por Gloria Inés Rivera Giraldo.
  
  


Se ORDENA al Delegado para el Registro Civil y la Identificación y al Director Nacional de Identificación de la Registraduría Nacional del Estado Civil, que dentro del ámbito de sus competencias realicen todas las gestiones necesarias de tipo administrativo y logístico que garanticen la expedición efectiva del documento de identificación de la accionante, en el menor tiempo posible, que en todo caso no podrá exceder de un mes calendario contado a partir de la notificación de esta sentencia. 




Se absuelve a los demás intervinientes.

 



Notifíquese a las partes por el medio más expedito la decisión aquí tomada.

  



Si no es impugnada, oportunamente remítase la actuación a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente, si no hubiera impugnación o revisión, sin trámites adicionales.
  



Los Magistrados,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 


 DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Corte Constitucional, sentencia T-439 de julio 2 de 1992.


� Sentencia T-522/14


� Sentencia T-423 de 2013
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